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SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD

Para: Prestadores de servicios de salud, entidades administradoras de planes de beneficios y entidades

territoriales.

De: Superintendente Nacional de Salud

Asunto: Por la cual se imparten instrucciones sobre la interrupción voluntaria del embarazo (IVE), en aplicación

de la Constitución Política de Colombia, los tratados internacionales y las sentencias de la Corte

Constitucional, y se deroga la Circular número 03 de noviembre de 2011.

Fecha: 26 de abril 2013

CONSIDERACIONES:

I. Marco Legal General de las funciones de Inspección, Vigilancia y Control de la Superintendencia Nacional

de Salud aplicables al tema de la presente circular

La Superintendencia Nacional de Salud, en ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control, tiene como

objetivos, entre otros:

1.“…(b) Exigir la observancia de los principios y fundamentos del servicio público esencial de Seguridad Social en

Salud; (c) Vigilar el cumplimiento de las normas que regulan el Sistema General de Seguridad Social en Salud y

promover el mejoramiento integral del mismo; (d) Proteger los derechos de los usuarios, en especial su derecho al

aseguramiento y al acceso al servicio de atención en salud, individual y colectiva, en condiciones de disponibilidad

accesibilidad, aceptabilidad y estándares de calidad en las fases de promoción, prevención, tratamiento y

rehabilitación en salud; (e) Velar porque la prestación de los servicios de salud se realice sin ningún tipo de presión o

condicionamiento frente a los profesionales de la medicina y las instituciones prestadoras de salud…”[1]

2. Dentro de la función de inspección se encuentra la facultad de solicitar, confirmar y analizar de manera puntual la

información que se requiera sobre la situación de los servicios de salud y la práctica de investigaciones

administrativas[2].

3. En desarrollo de la función de vigilancia, la entidad puede advertir, prevenir y orientar a las entidades encargadas

de la prestación del servicio de salud, para que se cumplan las normas que regulan el Sistema General de Seguridad

Social en Salud[3].

4. En relación con la función de control, la Superintendencia cuenta con la facultad de ordenar los correctivos

tendientes a la superación de situaciones críticas o irregulares de cualquiera de sus vigilados y sancionar las

actuaciones que se aparten del ordenamiento jurídico sea por acción o por omisión[4].

5. Respecto de la prestación de servicios de atención en salud, el objetivo de la Superintendencia es vigilar que la

prestación de los servicios de atención en salud individual y colectiva se haga en condiciones de disponibilidad,

accesibilidad, aceptabilidad y estándares de calidad, en las fases de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento

y rehabilitación.[5]

6. Son sujetos de inspección, vigilancia y control por parte de la Superintendencia Nacional de Salud (i) las Entidades

Promotoras de Salud del Régimen Contributivo y Subsidiado, (ii) las Direcciones Territoriales de Salud, (iii) los

prestadores de servicios de salud públicos, privados o mixtos, entre otros.[6]

7. Como consecuencia de las funciones de inspección, vigilancia y control, la Superintendencia tiene la facultad legal

de imponer sanciones a través de un procedimiento determinado.[7]



II. La despenalización parcial del aborto en el derecho colombiano vigente.

El 10 de mayo de 2006, la Corte Constitucional, a través de la Sentencia C-355 de 2006[8] despenalizó el aborto en

las siguientes circunstancias: “(i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la

mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada

por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva

de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo

fecundado no consentidas, o de incesto”.

La Corte Constitucional sostuvo que una prohibición genérica y total del aborto, sin considerar situaciones como las

tres enunciadas, vulnera los derechos fundamentales de las mujeres, tales como el derecho a la vida, a la salud, al

libre desarrollo de la personalidad, a la integridad personal y la autodeterminación reproductiva.[9]

III. El bloque de constitucionalidad.

El reconocimiento del derecho de las mujeres a interrumpir voluntariamente su embarazo está inmerso en los

derechos fundamentales consagrados en la Constitución de 1991 y en los tratados internacionales de derechos

humanos, ratificados por Colombia que integran el “Bloque de Constitucionalidad”, tales como: Declaración Universal

de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos

Económicos Sociales y Culturales, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra

la Mujer (CEDAW), Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belem

do Pará) y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, entre otros[10].

IV. Órdenes e instrucciones emitidas por la Corte Constitucional a la Superintendencia Nacional de Salud.

La Corte Constitucional, tanto en la Sentencia C-355 de 2006, como en decisiones posteriores, ha emitido órdenes a

la Superintendencia Nacional de Salud, que se pueden sintetizar de la siguiente manera:

1. Tomar las determinaciones administrativas necesarias a fin de que se cumpla en todo el territorio nacional lo

dispuesto en la Sentencia C-355 de 2006. (Sentencia T-209 de 2008).

2. Adoptar de manera pronta las medidas indispensables con el fin de que las EPS e IPS - independientemente de si

son públicas o privadas, laicas o confesionales - cuenten con las personas profesionales de la medicina, y con el

personal idóneo y suficiente para atender el servicio de interrupción voluntaria del embarazo (IVE), bajo los

supuestos previstos en la Sentencia C-355 de 2006, instándolas a que se abstengan de incurrir en exigencias

adicionales inadmisibles. Lo anterior deberá suceder en todos los niveles territoriales con estricta consideración de

los requisitos de referencia y contrarreferencia, asegurando, de esta manera, que dentro de las redes públicas de

prestadores del servicio de salud en los niveles departamental, distrital y municipal se garantice el servicio de

interrupción voluntaria del embarazo bajo las hipótesis establecidas en la Sentencia C-355 de 2006 (Sentencia T-388

de 2009).

3. Adoptar de manera pronta las medidas indispensables con el fin de que las empresas promotoras de salud y las

instituciones prestadoras de salud - independientemente de si son públicas o privadas, laicas o confesionales-

cuenten con un protocolo integral de diagnóstico rápido, que incluya la valoración del estado de salud mental, para

aquéllos eventos en que los y las profesionales de la salud adviertan la posibilidad de que se configure la hipótesis

de peligro para la vida o la salud de la mujer, o en los que la gestante alega estar incursa en ella y desea someterse

a la IVE. Lo anterior con el objetivo de determinar si se cumple el requisito impuesto en la Sentencia C-355 de 2006

consistente en una certificación médica, y adicionalmente, vigilar el cumplimiento de lo anterior por parte de las EPS

e IPS (Sentencia T-585 de 2010).

4. Iniciar acciones tendientes a informar a las Empresas Promotoras de Salud y a las Instituciones Prestadoras de

Salud que:

“(i) Deben responder de forma oportuna las solicitudes de IVE y que un término razonable para ello, y para realizar su

práctica -de ser médicamente posible- es de cinco (5) días.



(ii) La E.P.S a quien se le solicita la práctica de la IVE con base en una certificación médica de un profesional externo

debe proceder, si lo considera necesario desde el punto de vista médico, a refrendarla o refutarla científicamente a

través de sus profesionales de la salud, con base en la condición médica particular de la gestante, pero tal trámite

debe darse en todo caso dentro de los cinco días que constituyen el plazo razonable para contestar la solicitud de

IVE y proceder a la misma. De superarse este término se debe proceder a la IVE con base en el concepto del médico

externo.

(iii) Ni la Sentencia C-355 de 2006 ni ninguna norma legal ha fijado límite temporal alguno para la realización de la

IVE en los casos despenalizados, por lo que no hay una regla general que impida la IVE después de cierto tiempo de

gestación. Esta regla general tampoco puede ser establecida por los jueces ni por ninguna otra autoridad o particular

que participe en el sistema de salud. Así, la decisión sobre la realización de la IVE en una etapa de gestación

cercana al nacimiento debe ser tomada en cada caso concreto mediante una ponderación de la causal de que se

trate, de criterios médicos soportados en la condición física y mental particular de la mujer gestante y, en todo caso,

del deseo de la misma. Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas condiciones debe estar

precedida de un consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus riesgos y beneficios”

(Sentencia T-841 de 2011).

5. En la Sentencia C-355 de 2006, la Corte puntualizó que:

“Para todos los efectos jurídicos, incluyendo la aplicación del principio de favorabilidad, las decisiones adoptadas en

esta sentencia tienen vigencia inmediata y el goce de los derechos por estar protegidos no requiere de desarrollo

legal o reglamentario alguno. Lo anterior no obsta para que los órganos competentes, si lo consideran conveniente,

expidan normas que fijen políticas públicas acordes con esta decisión”[11].

6. En casos de mujeres con discapacidad, a través de la Sentencia T-988 de 2007[12] la Corte señaló que:

“…las entidades prestadoras de salud que exijan el cumplimiento de requisitos formales adicionales al denuncio para

practicar el aborto inducido en una mujer notoriamente discapacitada - con limitaciones físicas, psíquicas y

sensoriales que imposibilitan la exteriorización libre y directa de su consentimiento - la cual ha sido víctima de abuso

carnal violento, sin consentimiento o abusivo, incurren en un grave desconocimiento de la protección que se deriva

para las personas con discapacidad de la Constitución Nacional así como de lo consignado en el ámbito

internacional”.

7. A través de la Sentencia T-209 de 2008[13], la Corte Constitucional estableció como requisitos para que el aborto

no constituya delito y para que un médico pueda abstenerse de practicar un aborto aduciendo objeción de conciencia

los siguientes:

“1.- El aborto no constituye delito cuando se solicita voluntariamente por una mujer presentando la denuncia penal

debidamente formulada en caso de violación o de inseminación artificial no consentida, transferencia de óvulo

fecundado no consentida o incesto, certificado médico de estar en peligro la vida de la madre, o certificado médico

de inviabilidad del feto.

2. Los profesionales de la salud en todos los niveles tienen la obligación ética, constitucional y legal de respetar los

derechos de las mujeres.

3. Los médicos o el personal administrativo no pueden exigir documentos o requisitos adicionales a los mencionados

en el numeral primero, con el fin de abstenerse de practicar o autorizar un procedimiento de IVE.

4. La objeción de conciencia no es un derecho del que son titulares las personas jurídicas.

5. La objeción de conciencia es un derecho que solo es posible reconocer a las personas naturales.

6. La objeción de conciencia debe presentarse de manera individual en un escrito en el que se expongan

debidamente los fundamentos.

7. La objeción de conciencia no puede presentarse de manera colectiva.



8. La objeción de conciencia debe fundamentarse en una convicción de carácter religioso.

9. La objeción de conciencia no puede fundamentarse en la opinión del médico en torno a si está o no de acuerdo

con el aborto.

10. La objeción de conciencia no puede vulnerar los derechos fundamentales de las mujeres.

11. El médico que se abstenga de practicar un aborto con fundamento en la objeción de conciencia tiene la

obligación de remitir inmediatamente a la mujer a otro médico que sí pueda llevar a cabo el aborto. Y, en el caso de

las IPS, estas deben haber definido previamente cuál es el médico que está habilitado para practicar el

procedimiento de IVE.

12. Cuando se presenta objeción de conciencia el aborto debe practicarse por otro médico que esté en disposición

de llevar a cabo el procedimiento de IVE, sin perjuicio de que posteriormente se determine si la objeción de

conciencia era procedente y pertinente, a través de los mecanismos establecidos por la profesión médica, o en su

defecto por el Ministerio de la Protección Social, conforme a las normas pertinentes.

13. El Sistema de Seguridad Social en Salud debe garantizar un número adecuado de proveedores habilitados para

prestar los servicios de interrupción del embarazo.

14. Las mujeres tienen derecho al acceso real, oportuno y de calidad al Sistema de Seguridad Social en Salud

cuando soliciten la interrupción de su embarazo, en todos los grados de complejidad del mismo.

15. El Sistema de Seguridad Social en salud no puede imponer barreras administrativas que posterguen

innecesariamente la prestación del servicio de IVE.

16. El incumplimiento de las anteriores previsiones da lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el Sistema

General de Seguridad.”

8. En Sentencia T-946 de 2008[14], la Corte en relación con una mujer con discapacidad advirtió que:

“…en esa eventualidad la solicitud de interrupción del embarazo puede efectuarla cualquiera de los padres de la

mujer que se halle en esta situación u otra persona que actúe en su nombre sin requisitos formales adicionales al

denuncio penal por acceso carnal violento o no consentido o abusivo”.

9. A través de la Sentencia T-009 de 2009[15], la Corte reitera:

“Con todo, de conformidad con la Sentencia C-355 de 2006 es únicamente ella quien tiene la facultad de decidir

continuar o interrumpir el embarazo, cuando este representa riesgo para su vida o su salud y un médico así lo ha

certificado”.

10. La Corte Constitucional en la Sentencia T-388 de 2009[16], en cuanto a los Derechos Sexuales y Derechos

Reproductivos precisó:

“Vistas las cosas de la manera descrita hasta este lugar, se concluye lo siguiente:

(i) Las mujeres puestas bajo las hipótesis contenidas en la Sentencia C-355 de 2006 gozan del derecho a decidir

libres de presión, coacción, apremio, manipulación y, en general, cualquier suerte de intervenciones inadmisibles

respecto de la interrupción voluntaria de su embarazo. Es este un derecho de las mujeres quienes aún colocadas en

los supuestos allí determinados también pueden elegir con libertad llevar a término su embarazo.

(ii) Todas las mujeres deben poder contar con la información suficiente, amplia y adecuada que les permita ejercer a

cabalidad y en libertad sus derechos sexuales y reproductivos, lo que incluye, el derecho a estar plenamente

enteradas respecto de lo dispuesto en la Sentencia C-355 de 2006 así como en el Decreto número 4444 de

diciembre 13 de 2006[17] “Por el cual se reglamenta la prestación de unos servicios de salud sexual y reproductiva.”

(iii) Los servicios de interrupción del embarazo bajo las hipótesis contempladas en la Sentencia C-355 de 2006



deben estar disponibles en todo el territorio nacional - bajo estricto seguimiento de los postulados de referencia y

contrarreferencia - y las mujeres en estado de gravidez han de poder acceder a los mismos en todos los niveles de

complejidad que lo requieran.

(iv) Las personas profesionales de la salud y, en general, el personal de salud que atienda la solicitud de las mujeres

relativa a la interrupción voluntaria de su embarazo están obligados a ofrecer plena garantía de confidencialidad y, en

consecuencia, a respetar el derecho de las mujeres a la intimidad y a la dignidad. Guardar el secreto profesional se

convierte en una obligación de primer orden para los prestadores de servicios de salud en relación con este tópico.

(v) Ni las mujeres que optan por interrumpir voluntariamente su embarazo bajo las hipótesis previstas en la sentencia

C-355 de 2006, ni quienes atienden su solicitud, pueden ser víctimas de discriminación o de prácticas que limiten de

alguna forma o impidan su acceso al lugar de trabajo o a centros educativos o su afiliación al sistema general de

salud y riesgos profesionales.

(vi) Los departamentos, distritos y municipios están obligados a asegurar la suficiente disponibilidad de servicios de

la red pública con el propósito de garantizarles a las mujeres gestantes el acceso efectivo al servicio de interrupción

voluntaria del embarazo en condiciones de calidad y de salubridad.

(vii) Ninguna entidad prestadora de salud - sea pública o privada, confesional o laica - puede negarse a la

interrupción voluntaria del embarazo cuando la mujer se encuentra bajo los supuestos establecidos en la Sentencia

C-355 de 2006 - cualquiera que sea el tipo de afiliación a la seguridad social que tenga la mujer y con independencia

de su condición social, económica, edad, capacidad de pago, orientación sexual o etnia -.

(viii) Está terminantemente prohibido elevar obstáculos, exigencias o barreras adicionales a las establecidas en la

referida Sentencia C- 355 para la práctica del aborto en los supuestos allí previstos. Entre las barreras inadmisibles

se encuentran, entre otras:

Realizar juntas médicas, de revisión o de aprobación por auditores que ocasionan tiempos de espera injustificados

para la práctica del aborto inducido.

Impedir a las niñas menores de 14 años en estado de gravidez exteriorizar libremente su consentimiento para

efectuar la interrupción voluntaria del embarazo, cuando sus progenitores o representantes legales no están de

acuerdo con dicha interrupción.

Imponer requisitos adicionales, verbigracia, exigir: (a) dictámenes de medicina forense; (b) órdenes judiciales; (c)

exámenes de salud que no son practicados de manera oportuna; (d) autorización por parte de familiares, asesores

jurídicos, auditores, médicos y pluralidad de galenos.

Alegar objeción de conciencia colectiva que desencadena, a su turno, objeciones de conciencia, institucionales e

infundadas.

Suscribir pactos - individuales o conjuntos - para negarse a practicar la interrupción del embarazo.

Acogerse a formatos o plantillas de adhesión que incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su planta

de personal con médicos dispuestos a prestar los servicios de interrupción voluntaria del embarazo, sea por cuanto

estos (as) profesionales de la medicina son víctimas de discriminación en el momento en que se efectúa su

vinculación laboral o por cuanto, una vez vinculados (as), reciben presiones en el sentido de abstenerse de practicar

abortos.

Descalificar conceptos médicos expedidos por psicólogos a quienes Ley 1090 de 2006 les reconoce el status de

profesionales de la salud.

Ser reticentes en cumplir a cabalidad con las reglas de referencia y contrarreferencia imprescindibles para atender

eventos en los que el servicio médico - en este caso la práctica del aborto inducido - no está disponible en el centro

hospitalario al que acude la paciente.

No disponer dentro de algunas redes públicas de prestadores del servicio de salud en los niveles departamental,



distrital y municipal del servicio de interrupción voluntaria del embarazo”[18].

11. Respecto de la objeción de conciencia, la Corte Constitucional, en la mencionada Sentencia T-388, señaló:

“(iii)Sólo el personal médico cuya función implique la participación directa en la intervención conducente a interrumpir

el embarazo puede manifestar objeción de conciencia; contrario sensu, esta es una posibilidad inexistente para el

personal administrativo, el personal médico que realice únicamente labores preparatorias y el personal médico que

participe en la fase de recuperación de la paciente.

(iv) La objeción de conciencia se debe manifestar por escrito y debe contener las razones que impiden al funcionario

llevar a cabo la interrupción del embarazo.

(v) En lo relativo a la práctica del aborto inducido, la Corporación mediante la Sentencia C-355 de 2006 destacó la

necesidad de asegurar que el ejercicio prima facie admisible de la objeción de conciencia de personas profesionales

de la medicina que obran como prestadores directos del servicio, pudiera restringirse cuando su ejercicio trae como

consecuencia imponer una carga desproporcionada a las mujeres que colocadas bajo las hipótesis establecidas en

la mencionada sentencia optan por la interrupción del embarazo.

(vi) En cuanto es manifestación de íntimas e irrenunciables convicciones morales, filosóficas o religiosas, la objeción

de conciencia es un derecho de cuya titularidad se encuentran excluidas las personas jurídicas”[19].

12. En sentencia T-585 de 2010[20], la Corte Constitucional sostuvo que:

“…a partir de la sentencia C-355 de 2006, existe en Colombia un derecho fundamental a la interrupción voluntaria del

embarazo en cabeza de las mujeres que se encuentran incursas en las tres hipótesis despenalizadas, derivado del

contenido de los derechos fundamentales a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad, a la vida y a la

salud física y mental y que se inscribe en la categoría de los derechos reproductivos”.

13. A través de la Sentencia T-636 de 2011[21] la Corte advirtió que:

“No corresponde a la EPS censurar las decisiones autónomas de las mujeres sobre su salud y su autonomía sexual

y reproductiva sino evaluar, desde el punto de vista de la prestación efectiva del servicio y la garantía del derecho al

acceso a la salud, si la IVE es procedente en cada caso concreto, bajo criterios científicos y con observancia plena

de la jurisprudencia de esta Corporación”.

14. En Sentencia T-841 de 2011[22], La Corte Constitucional resaltó que:

“…es claro que la decisión de una mujer de interrumpir voluntariamente su embarazo -en las condiciones de la

Sentencia C-355 de 2006- pertenece a la esfera íntima o privada y, en consecuencia, no se trata de un asunto de

interés público o general, pues es una decisión que le afecta solamente a ella y por la cual la sociedad no se ve

perjudicada. Además, como se indicó, la jurisprudencia constitucional ha citado como ejemplo de aquello que

pertenece a la esfera de lo íntimo todo lo que le permite al ser humano desarrollar su personalidad y, en esa medida,

la decisión de someterse a una IVE cae en este ámbito. Recuérdese que la Sentencia C-355 de 2006 se basó, entre

otros, en el derecho al libre desarrollo de la personalidad para despenalizar el aborto en ciertos eventos. A lo dicho

se suma que la decisión de no llevar a término un embarazo pertenece al ámbito de la sexualidad y reproducción, el

cual es uno de los más personales del ser humano y ha sido reconocido por la jurisprudencia constitucional como

parte integrante de la esfera de lo íntimo”.

15. En la citada Sentencia T-841 la Corte señaló que la decisión sobre la realización de la IVE en una etapa de

gestación cercana al nacimiento en ausencia de una norma legal que establezca una restricción de carácter temporal

para la IVE en las hipótesis despenalizadas, “debe ser tomada en cada caso concreto mediante una ponderación de

(i) la causal de que se trate, (ii) de criterios médicos soportados en la condición física y mental particular de la mujer

gestante y, en todo caso, (iii) del deseo de la misma. Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas

condiciones debe estar precedida de un consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus

riesgos y beneficios” garantizando siempre el mínimo reconocido en la Sentencia C-355 de 2006.



De acuerdo con las consideraciones anteriores existe un conjunto de obligaciones de respeto y de garantía en

cabeza del Estado y de los prestadores y promotores del servicio público de salud que implican el acceso a servicios

de salud sexual y reproductiva en condiciones de igualdad, calidad y oportunidad, con perspectiva de género.

De tal forma que la Superintendencia Nacional de Salud, con base en los mandatos constitucionales que se

desprenden de la sentencia de constitucionalidad C-355 de 2006, de las Sentencias de Tutela T-988 de 2007, T-209

de 2008, T-946 de 2008, T-009 de 2009, T-388 de 2009, T-585 de 2010, T-636 de 2011, T-841 de 2011; con base en

los mandatos legales de la Ley 100 de 1993, de la Ley 1122 de 2007, de la Ley 1438 de 2011 y del Decreto número

1018 de 2007; y en ejercicio de su función de inspección, vigilancia y control procede a impartir las siguientes:

INSTRUCCIONES:

Primera. IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios,

públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, están en la obligación de prestar el

servicio de interrupción voluntaria del embarazo a mujeres incursas en cualquiera de las causales establecidas en la

Sentencia C-355 de 2006, en cumplimiento de los principios de igualdad, universalidad, calidad, seguridad y

eficiencia.

Segunda. Medidas administrativas y obstáculos inconstitucionales a la práctica de la IVE. Los Prestadores de

Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o

confesional y las Entidades Territoriales, tienen prohibido generar obstáculos o exigir requisitos adicionales a los

señalados en la Sentencia C-355 de 2006 para prestar servicios de interrupción voluntaria del embarazo, por tal

razón deben:

1. Contar con profesionales de la salud sensibilizados en género y capacitados en la prestación de servicios de IVE

con el fin de que cumplan con sus obligaciones constitucionales y legales de respetar los derechos de las mujeres.

2. Tomar las medidas conducentes a evitar que el personal médico, asistencial y/o administrativo, exija documentos

o requisitos adicionales a los establecidos en la Sentencia C-355 de 2006 para la práctica del procedimiento de IVE.

Entre las actuaciones prohibidas, se pueden enunciar las siguientes:

i. Realizar juntas médicas, de revisión o de aprobación por auditores que ocasionan tiempos de espera injustificados

para la práctica de la IVE.

ii. Exigir a las adolescentes menores de 14 años en estado de gravidez, el consentimiento de sus representantes

legales para acceder a los servicios de IVE.

iii. Exigir, (a) dictámenes de medicina forense; (b) órdenes judiciales; (c) exámenes de salud adicionales (d)

autorización por parte de familiares, asesores jurídicos, auditores, médicos y pluralidad de profesionales de la salud.

iv. Alegar objeción de conciencia colectiva e institucional.

v. Suscribir pactos individuales o conjuntos - para negarse a practicar la interrupción del embarazo.

vi. Acogerse a formatos o plantillas de adhesión que incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su

planta de personal con médicos dispuestos a prestar los servicios de IVE.

vii. Descalificar conceptos expedidos por psicólogos a quienes la Ley 1090 de 2006 les reconoce el estatus de

profesionales de la salud.

viii. Incumplir con los parámetros del sistema de referencia y contrarreferencia para impedir la práctica de la IVE.

Esta enunciación de medidas o prácticas restrictivas de IVE, no es taxativa. Cualquier otra medida análoga o que

conduzca al mismo resultado inconstitucional constituye violación del régimen jurídico vigente.

3. Las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, las Entidades Territoriales y en general las entidades

responsables del pago deben constituir y garantizar el funcionamiento de un sistema de referencia y



contrarreferencia que permita contar con un número adecuado de prestadores de servicios de salud habilitados para

prestar los servicios de interrupción voluntaria del embarazo.

4. Permitir a las mujeres que accedan a la IVE de manera real, oportuna y efectiva con servicios de calidad dentro

del marco del Sistema de Seguridad Social en Salud en todos los niveles de complejidad.

5. Los actores del Sistema de Seguridad Social en Salud no pueden generar barreras administrativas que den lugar a

la dilación de la prestación del servicio de IVE.

6. Los entes territoriales deben vigilar que los servicios de IVE estén disponibles en todo el territorio nacional. Los

departamentos, distritos y municipios deben contar con una amplia red pública que garantice la prestación del

servicio de IVE.

Tercera. Mujeres en condición de discapacidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades

Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades

Territoriales, en casos de mujeres en condición de discapacidad no pueden elevar obstáculos ni exigir requisitos

adicionales a los contemplados en la C-355 de 2006 para la prestación del servicio de IVE.

En esa eventualidad la solicitud de la IVE puede efectuarla cualquiera de sus representantes legales u otra persona

que actúe en su nombre, sin requisitos formales adicionales al denuncio penal por acceso o acto carnal violento o

abusivo.

Cuarta. Objeción de conciencia. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de

Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben tener presente

que la objeción de conciencia para IVE en cuanto manifestación de íntimas e irrenunciables convicciones morales,

filosóficas o religiosas, es un derecho personalísimo que solo es posible reconocerlo a las personas naturales, en

este caso a los prestadores directos del servicio y no a personal administrativo; por lo tanto, de su titularidad se

encuentran excluidas las personas jurídicas. De lo anterior se concluye que no pueden existir clínicas, hospitales,

centros de salud o entidades similares, que tengan legalmente la posibilidad de presentar una objeción de conciencia

a la práctica de un aborto cuando se cumplan cualquiera de las condiciones señaladas en la Sentencia C-355 de

2006.

Conforme a las precedentes jurisprudenciales expuestos en la parte considerativa se señalarán a continuación los

requisitos para ejercer el derecho a objetar en conciencia para la práctica de IVE conforme a la Constitución Política:

1. Debe constar por escrito y presentarse de manera individual en donde se expongan debidamente sus

fundamentos, los cuales no pueden basarse en la opinión del médico frente al aborto.

2. No se puede presentar de manera colectiva, ni institucional.

3. La objeción de conciencia no puede vulnerar los derechos fundamentales de las mujeres.

4. Quien la alegue tiene la obligación de remitir a la mujer inmediatamente a otro médico que sí lleve a cabo el

procedimiento.

5. Los prestadores de servicios de salud, deben definir previamente los profesionales de la salud que realicen el

procedimiento.

6. Los prestadores de servicios de salud deben establecer mecanismos para determinar si la objeción de conciencia

es o no procedente conforme con los parámetros establecidos por la profesión médica y demás normas

concordantes.

Quinta. Respeto a la autonomía de las mujeres. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades

Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades

Territoriales, así como todos los profesionales de la Salud, no pueden decidir por la mujer la práctica de la IVE o la

continuación del embarazo.



Sexta. Información. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios,

públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben:

1. Brindar a todas las mujeres información, suficiente, amplia y adecuada, así como orientación, apoyo y

acompañamiento en relación con las alternativas terapéuticas disponibles en la prestación de servicios de IVE, a fin

de facilitar el acceso oportuno y eficiente a dichos servicios y permitir que puedan tomar una decisión informada en

ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos, lo que incluye, el derecho a estar plenamente informadas

respecto al alcance de las sentencias de la Corte Constitucional y de la presente Circular.

2. Informar al Ministerio de Salud y Protección Social acerca de las instituciones, dentro de su red, habilitadas para

prestar servicios de IVE de baja, mediana y alta complejidad, que cuentan con profesionales dispuestos a proveer los

servicios del IVE.

Séptima. Confidencialidad. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de

Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, así como el personal

médico asistencial y administrativo que atienda la solicitud de mujeres, para acceder a los servicios de IVE, están

obligados a brindar plena confidencialidad y a mantener la reserva legal sobre la información recibida. Es un

imperativo constitucional y legal el respetar el derecho de las mujeres a la intimidad y a la dignidad.

En consecuencia, los profesionales de la salud están obligados a mantener el secreto profesional en los términos

establecidos por la Ley 23 de 1981 y demás normas concordantes.

Octava. No discriminación. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de

Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, no pueden ejercer

prácticas discriminatorias en contra de las mujeres que soliciten la IVE, ni en contra de quienes atienden la solicitud.

Novena. Derecho al diagnóstico. Jurisprudencialmente se ha establecido que “Toda persona tiene derecho a acceder

a las pruebas y exámenes diagnósticos indispensables para determinar si requiere o no un servicio de salud”[23]. En

virtud de lo expuesto, las mujeres que se encuentren en cualquiera de las causales de la Sentencia C-355 de 2006 y

deseen acceder a una IVE, en ejercicio del derecho a la salud, tienen el derecho de obtener de manera oportuna un

diagnóstico de su estado de salud, para poder conocer con precisión, cuáles son los procedimientos, tratamientos o

medicamentos que requiere.

Por lo anterior, es una obligación de las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, garantizar el derecho al

diagnóstico. Los Prestadores de Servicios de Salud, en aplicación de tal derecho, deben adoptar protocolos de

diagnóstico oportuno que permitan determinar si la mujer se encuentra en los supuestos despenalizados por la Corte

Constitucional en la Sentencia C-355 de 2006, y en consecuencia expedir el certificado médico que dé cuenta de las

causales: “(i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer”, y (ii)

“Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida”.

Para tales efectos, los prestadores de servicios de salud deben adoptar un protocolo de diagnóstico rápido en el

término de 30 días calendario contados a partir de la publicación de la presente Circular (si aún no lo han hecho). Tal

protocolo debe ser integral, es decir, incluir una valoración del estado de salud mental de la usuaria. Las Entidades

Administradoras de Planes de Beneficios y las Entidades Territoriales deberán informar a esta Superintendencia, en

el informe semestral de Red de Prestadores, sobre el cumplimiento de esta obligación en su respectiva red.

Décima. Prohibición de juicios de valor. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Administradoras de

Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades Territoriales, deben

abstenerse de proferir juicios de valor o juicios de responsabilidad penal sobre las mujeres afiliadas a la entidad que

soliciten la práctica de la IVE. Sus actuaciones deberán dirigirse exclusivamente a determinar la procedencia o no

procedencia de la interrupción del embarazo bajo parámetros científicos y con apego al orden jurídico vigente.[24]

Décima Primera. Tiempo razonable para practicar la IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades

Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las Entidades

Territoriales, deben responder de forma oportuna las solicitudes de IVE. El término razonable para ello y para realizar

su práctica (de ser médicamente posible) es de cinco (5) días, contados a partir de la consulta.



Las Administradoras de Planes de Beneficios y Entidades Territoriales a quienes se les solicita la práctica de la IVE

con base en una certificación médica de un profesional externo, deben proceder, si lo consideran necesario desde el

punto de vista médico, a ratificarla o refutarla con fundamentos técnico-científicos, a través de cualquiera de los

profesionales de la salud pertenecientes a su red de servicios, con base en la condición médica particular de la

gestante, pero tal trámite debe darse en todo caso dentro de los cinco días que constituyen el plazo razonable para

contestar la solicitud de IVE y proceder a la misma.

De superarse este término, sin que se emita la ratificación o refutación del certificado médico externo, se debe

proceder a la realización de la IVE con base en el concepto existente.

Decima Segunda. No existencia de restricción temporal para la IVE. Los Prestadores de Servicios de Salud, las

Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o confesional y las

Entidades Territoriales, deben conocer que en ausencia de una norma legal que establezca una restricción de

carácter temporal para la IVE en las hipótesis despenalizadas, se debe garantizar el mínimo reconocido en la

Sentencia C-355 de 2006.

No existe una regla general que impida la IVE después de cierto tiempo de gestación, por lo cual no corresponde a

ninguna autoridad establecerla. Así, la decisión sobre la realización de la IVE en cada etapa de la gestación debe ser

tomada en cada caso concreto mediante una ponderación de (i) la causal de que se trate, (ii) de criterios médicos

soportados en la condición física y mental particular de la mujer gestante y, en todo caso, (iii) del deseo de la misma.

Como toda intervención médica, la práctica de la IVE en estas condiciones debe estar precedida de un

consentimiento idóneo e informado sobre el procedimiento a realizar y sus riesgos y beneficios.

Décima Tercera. Sanciones. La inobservancia e incumplimiento de las instrucciones impartidas en la presente

circular, acarrearán la imposición de las sanciones previstas en la Ley, tanto a título personal como institucional, a

cargo de la Superintendencia Nacional de Salud, conforme a lo establecido en la Constitución y la ley, sin perjuicio

de las responsabilidades que pueda establecer otro tipo de autoridad.

Décima Cuarta. Inspección, vigilancia y control. En concordancia con lo establecido en los artículos 43 y 176 <sic>

numeral 4, de la ley 715 de 2001, las Entidades Territoriales ejercerán la inspección, vigilancia y control de los

Prestadores de Servicios de Salud, dentro de su jurisdicción para que verifiquen el cumplimiento de las instrucciones

que acá se imparten. La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá control sobre las entidades territoriales

respecto del cumplimiento de este deber legal.

Décima Quinta. Obligación de cumplimiento. No obstante las instrucciones anteriores, Los Prestadores de Servicios

de Salud, las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios, públicos o privados, de carácter laico o

confesional y las Entidades Territoriales, tienen la obligación de acatar todos los fallos de la Corte Constitucional y

aplicar las reglas sentadas en la Sentencia C-355 de 2006 y en cualquier otra providencia que establezca parámetros

respecto de la práctica de la IVE.

Décima Sexta. Derogatoria y Vigencia. La presente circular deroga la Circular 003 de 2011 y demás las circulares e

instrucciones que le sean contrarias y rige a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D.C., a 26 de abril de 2013.

El Superintendente Nacional de Salud,

GUSTAVO ENRIQUE MORALES COBO.

* * *
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